	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente:  Iván Rincón Urdaneta

 

El 14 de marzo de 2003, la Sala N° 2 de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, ordenó la remisión a este despacho de la causa contentiva de la decisión que dictó el 6 de marzo de 2003 y publicó el 7 de ese mismo mes y año, por medio de la cual declaró con lugar la acción de amparo constitucional intentada el 17 de enero de 2003, por el abogado Gabriel A. Puche Urdaneta, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 29.098, apoderado judicial de la ciudadana MARIBEL COROMOTO SÁNCHEZ, titular de la cédula de identidad N° 9.739.056, contra la decisión del 20 de agosto de 2002, emitida por el Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Control del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, a cargo del abogado Alberto González Villalobos.

 

Corresponde a esta Sala conocer de la consulta de la referida decisión, de conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

El 8 de abril de 2003, se dio cuenta en Sala del expediente y se designó ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta, quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

 

I

ANTECEDENTES

 

Del estudio del expediente se desprenden los siguientes antecedentes:

 

El 17 de enero de 2003, el abogado Gabriel A. Puche Urdaneta, representante judicial de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, presentó ante la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, acción de amparo constitucional contra la decisión del 20 de agosto de 2002, emitida por el Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Control del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, a cargo del abogado Alberto González Villalobos.  A través del escrito interpuesto, señaló:

 


Que cursa ante la Fiscalía 25° del Ministerio Público del Estado Zulia, expediente signado con el N° 24-F25-0110-00 perteneciente al régimen procesal transitorio,  contentivo de denuncia formulada el 19 de marzo de 1997 por el ciudadano Olinto Jeréz, en su carácter de Jefe del Departamento de Administración de la Corporación de Desarrollo de la Región Zuliana (CORPOZULIA), contra el “ex esposo de mi clienta el ciudadano Jorge Luis Araujo, quien se desempeñaba para entonces como Jefe de Nómina de CORPOZULIA”.  

 

Que el Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia decretó medida preventiva de embargo sobre el 50% de las prestaciones sociales de su representada, como funcionaria activa de CORPOZULIA, a solicitud de la abogada Hailet Medina González, quien actuó en su condición de Fiscal 26° del Ministerio Público del referido Estado, por considerar que las resultas del juicio pudieran quedar ilusorias.

 

Que el 11 de mayo de 1998, culminada la instrucción de la causa, el referido Juzgado de Primera Instancia decretó auto de detención contra el ciudadano Jorge Luis Araujo, por el delito de Peculado, previsto en el artículo 58 de la derogada Ley Orgánica de Salvaguarda del Patrimonio Público.  

 

Luego, al entrar en vigencia la nueva legislación adjetiva penal, la causa pasó al conocimiento del Tribunal Cuarto de Transición, el cual le concedió un beneficio procesal al imputado y el 20 de octubre de 1999, remitió el expediente a la Fiscalía Superior del Ministerio Público, para que procediera a dictar el acto conclusivo correspondiente.    

 


Que el 21 de marzo de 2001, la Fiscalía 25° del Ministerio Público interpuso acusación penal contra el ciudadano Jorge Luis Araujo, por el delito de peculado doloso propio, previsto en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Salvaguarda del Patrimonio Público. Llevado a cabo el juicio, el 30 de agosto de 2001, el Tribunal Décimo de Primera Instancia en funciones de Juicio, del referido Circuito Judicial Penal, condenó al imputado por el delito de peculado doloso impropio y continuado, previsto en el 2° aparte del artículo 58 de la referida Ley Orgánica.  Luego, el 17 de septiembre de 2001, la defensa del acusado apeló de la anterior decisión, el cual fue declarado sin lugar, y posteriormente se anunció recurso de casación, la cual “se espera por la decisión del Tribunal Supremo de Justicia”.

 


Que culminado el procedimiento seguido a su esposo, y demostrada la inocencia de su representada, puesto que no se le imputó delito alguno, la Fiscalía N° 25 del Ministerio Público, el 31 de julio de 2002, presentó ante el Juzgado Octavo de Primera Instancia en funciones de Control del prenombrado Circuito Judicial Penal, solicitud para que se oficiara a CORPOZULIA para que dejara sin efecto la medida de retención de prestaciones anteriormente señalada.  

 

Que luego, el 20 de agosto de 2002, dicho Juzgado dictó auto por medio del cual declaró improcedente dicha solicitud, “en virtud de que la presente causa ha adquirido el carácter de Cosa Juzgada”.

 

Que la anterior decisión conculcó a su representada los derechos constitucionales contenidos en los artículos 49, 91 y 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.  En específico, que violó la garantía procesal que prevé el error judicial, dispuesta en el numeral 8 del artículo 49 del Texto Constitucional, “ya que fue un error haberle retenido a mi cliente el 50% de sus prestaciones sociales puesto que ella era inocente, así como fue también un error que al momento de dictarse la sentencia condenatoria no haberse pronunciado sobre la misma, y por último fue un error por parte del Dr. Alberto González Villalobos, haber declarado improcedente tal solicitud”.  Que, además, se impidió a su poderdante ejecutar medida de embargo por pensión alimentaria que solicitó en representación de su menor hija, contra el 50% de las prestaciones sociales, ahorro y cualquier otra cantidad del ciudadano Jorge Araujo.

 


Que a través de sentencia del 15 de marzo de 2000, la Sala Constitucional estableció “el carácter inembargable de los sueldos y prestaciones sociales de conformidad con lo estipulado en el artículo 91 de la Constitución Bolivariana de Venezuela, inclusive para los delitos de Salvaguarda”, y que, conforme al carácter vinculante de sus decisiones, sobre la base del artículo 335 de la Constitución, solicitó al Tribunal que suspenda la medida “que existe sobre el 50% de las prestaciones sociales de (su) clienta y en tal sentido se oficie a CORPOZULIA, dado el carácter alimentario que tiene para ella y para su menor hija el pago de sus prestaciones sociales”.

 


El 17 de enero de 2003, la Sala N° 2 de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, ordenó a la peticionaria la corrección de la solicitud, de conformidad con el numeral 2 del artículo 18, y el artículo 19 de la Ley Orgánica que rige la materia.

 


El 4 de febrero de 2003, la mencionada Sala dictó auto por medio del cual admitió la acción de amparo interpuesta. 

 


El 6 de marzo de 2003, la misma Sala celebró la audiencia constitucional de la presente causa, al cabo de la cual declaró con lugar la acción de amparo interpuesta, y ordenó librar oficio a CORPOZULIA, a los fines de suspender la medida cautelar que impugnó la accionante.  El 7 de marzo de 2003, publicó la decisión in extenso y, entre las razones aducidas como motivación de su decisión, explicó que la accionante no fue imputada ni acusada de ningún delito o falta, sino su ex cónyuge, el ciudadano Jorge Luis Araujo.  Así mismo, se colige de la sentencia en consulta que la medida cautelar sobre los bienes de la hoy accionante no estaba ajustada a la Ley, por cuanto no se respetó la cuota parte que le correspondía de las prestaciones del imputado por la comunidad conyugal, y además le fueron embargadas el 50% de sus prestaciones sociales. 

 


El 14 de marzo de 2003, la Sala en cuestión ordenó la remisión del expediente a esta Sala Constitucional.

 

II

DE LA SENTENCIA CONSULTADA




La sentencia objeto de consulta, dictada por la Sala N° 2 de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el 6 de marzo de 2003, publicada el 7 de marzo de 2003, declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta a los fines de dejar sin efecto la medida de embargo del 50% de las prestaciones sociales de la accionante y, en consecuencia, ordenó librar oficio a CORPOZULIA para que suspendiera dicha providencia cautelar.  

 

La Corte de Apelaciones a quo consideró oportuno hacer referencia a las normas previstas en el ordinal 2° del artículo 156, sobre que son bienes de la comunidad conyugal los obtenidos por la industria, profesión, oficio, sueldo o trabajo de alguno de los cónyuges, y el artículo 167 del Código Civil, que dispone que la responsabilidad civil por acto ilícito de un cónyuge no perjudica al otro en sus bienes propios ni en su parte de los comunes.  Observó entonces la consultada que “el embargo fue decretado sobre la totalidad de las cantidades de dinero que le pudieran corresponder al hoy penado Jorge Luis Araujo, sin respetar la cuota parte que le pertenecía a la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, por la comunidad conyugal, y además de esto, también le son embargadas a ella el 50% de sus prestaciones sociales”.

 

Así, sentó que el Tribunal que dictó la sentencia objetada, violó el derecho a la tutela judicial efectiva de la accionante, por cuanto le impidió “la posibilidad de hacer efectivo el derecho que le corresponde a obtener la cuota parte de sus prestaciones sociales que le habían sido embargadas por el hecho de ser la cónyuge del imputado Jorge Luis Araujo”. 

 

Citó los artículos 2 y 26 de la Constitución y, además, tomó en cuenta que la accionante “no fue imputada de ningún delito o falta y mucho menos acusada y que fue la Representante Fiscal” quien solicitó la restitución de la situación jurídica infringida.

 

 

 

 

III

COMPETENCIA

 


Previa resolución de la presente apelación, pasa esta Sala a determinar su competencia y, al respecto, observa:

 


Desde sus primeras decisiones, dictadas en fecha 20 de enero de 2000 (números 0001 y 0002/2000), esta Sala Constitucional ha conocido y decidido, de manera uniforme, los recursos de apelación y las consultas de Ley contra decisiones de amparo dictados por Juzgados Superiores (con excepción de los Tribunales con competencia contencioso-administrativa) de conformidad con el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.  

 

En el presente caso, corresponde a esta Sala Constitucional conocer de la consulta del fallo emitido por la Sala N° 2 de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, en fecha 6 de marzo de 2003, que declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta por la representación judicial de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, contra la decisión dictada por el Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Control, del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.  En consecuencia, esta Sala se declara competente para juzgar la presente causa, y así se decide.
IV

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 

Realizado el estudio individual del expediente, y llevada a cabo su discusión, decide la Sala con base en las siguientes consideraciones: 

 


La acción de amparo  bajo estudio fue intentada por la representación de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, a fines de impugnar la decisión dictada por el Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Control del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, del 20 de agosto de 2002, que negó la petición de la abogada Nerva Ramírez, en su carácter de Fiscal Vigésimo Quinto del Ministerio Público del referido Circuito Judicial Penal, de que dejara sin efecto la medida de embargo del 50% de las prestaciones sociales de la hoy accionante en CORPOZULIA, dictada en el proceso penal seguido contra el ciudadano Jorge Luis Araujo, su ex esposo, por la comisión de delito de salvaguarda contra la referida corporación.  

 

La acción plantea que dicho fallo constituye un error judicial, que debe ser reparado por imperio del numeral 8 del artículo 49 de la Constitución y que, además, atenta contra la inembargabilidad de las prestaciones sociales, que consagran los artículos 91 y 92 de la Carta Magna.

 


Observa, así mismo, la Sala, que la decisión objeto de consulta, declaró con lugar la acción de amparo, por considerar que la accionante no fue objeto en calidad de imputada de proceso penal alguno, por lo que no se justificaba la vigencia de la medida cautelar por presunta cosa juzgada del proceso seguido a su ex esposo, ciudadano Jorge Luis Araujo.  De tal modo, en su criterio, era procedente levantar la referida medida de embargo, y ordenar a CORPOZULIA lo conducente de conformidad con dicha decisión.

 

Estudiado el expediente, observa esta Sala Constitucional que en el fallo N° 74 del 27 de febrero de 2003, la Sala de Casación Penal juzgó un recurso de casación interpuesto por el mismo ciudadano en un juicio cuya descripción coincide con la causa ventilada en el presente expediente, y fue decidido que era manifiestamente infundado, lo cual podría otorgar a la causa en cuestión carácter de cosa juzgada.

 

En vista del tiempo trascurrido desde la decisión objeto de consulta, tomando en cuenta la necesidad de certeza y seguridad jurídica de la situación de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, en relación con el 50% de sus prestaciones que le retiene -o retuvo- CORPOZULIA, debe la Sala examinar la pertinencia de ordenar a esa Corporación el pago del dinero retenido.  

 

Al respecto, estima esta Sala Constitucional que, en efecto, la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, hasta la oportunidad que se dictó la decisión objeto de consulta, se veía impedida de acceder al dinero proveniente del 50% de sus prestaciones sociales, por existir una medida cautelar dictada al efecto que recaía sobre dichos bienes proveniente de un proceso en el que no era considerada parte.  La accionante opina que ello configura una violación a la inembargabilidad del salario y las prestaciones sociales establecida en los artículos 91 y 92 de la Constitución de la República y que, por ende, la restitución de la situación jurídica infringida implica que se deje sin efecto tal medida.  Además, para reforzar su argumento, trajo a colación lo establecido por esta Sala en la sentencia N° 90 del 15 de marzo de 2000, pues tal fallo “estableció el carácter inembargable de los sueldos y prestaciones sociales de conformidad con lo estipulado en el artículo 91 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”, y que dicho fallo tiene carácter vinculante.

 


Al respecto, observa la Sala que el fallo citado por la accionante no proclamó la inembargabilidad absoluta de los salarios y prestaciones sociales, sino que dejó muy en claro que dicho derecho constitucional debe ser desarrollado por vía legislativa, a través de la imposición de límites racionales que ponderen el derecho del trabajador a gozar de su salario y vivir con dignidad, frente al derecho de quien lo demanda de poder hacer cumplir un eventual fallo en su contra o, más aún, del Estado de poder hacer exigible el cumplimiento de obligaciones concretas derivadas de un hecho delictivo.  Así, la Ley Orgánica del Trabajo establece criterios que regulan la protección del salario y las prestaciones sociales en los artículos 158 y subsiguientes, dejando claro que sí es posible tal embargo sobre las prestaciones sociales, pero de acuerdo a los parámetros de proporción que en los artículos 162, 163 y 164 de la referida Ley Orgánica.  

 

Precisado lo anterior, en el caso concreto de autos, sin proceder a examinar la justeza de las características particulares del embargo del salario de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez, considera la Sala que, luego de que no se formuló imputación en contra de dicha ciudadana, y visto el divorcio sobrevenido de la accionante respecto del procesado, ciudadano Jorge Luis Araujo, la falta de revisión de dicha medida, ante la solicitud formulada por la mencionada ciudadana Fiscal 25° del Ministerio Público, configuró, en efecto, una violación directa a su derecho a la tutela judicial efectiva el debido proceso, establecidos en el artículo 49, numerales 3 y 8 de la Constitución de la República.

 

Por ende, estima esta Sala que la Corte a quo actuó conforme a Derecho, al dejar sin efecto la referida medida y, así, liberar a la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez de un gravamen procesal carente de fundamento. En consecuencia, la Sala considera que la Corte de Apelaciones a quo actuó conforme a Derecho al declarar con lugar la presente acción de amparo y, en consecuencia, confirma la decisión objeto de consulta en toda su amplitud, sobre la base de los argumentos explanados ut supra.  Así finalmente de juzga.

 

DECISIÓN

 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en nombre de la República  por autoridad de la Ley:

 

1°)  Declara CON LUGAR la acción de amparo constitucional intentada por el abogado Gabriel Puche, en representación de la ciudadana Maribel Coromoto Sánchez contra la decisión del 20 de agosto de 2002, emitida por el Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Control del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

 

2°)  CONFIRMA la decisión objeto de consulta. 
 

Publíquese, regístrese y comuníquese.  Devuélvase el expediente al Tribunal de Origen.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 06 días del mes de abril del año dos mil cuatro (2004).  Años: 193° de la Independencia y 145° de la Federación.

 

El Presidente-Ponente,

 

Iván Rincón Urdaneta

 

 

 

El Vicepresidente,

 

Jesús Eduardo Cabrera Romero

 

 

 

Antonio García García

          Magistrado

 

 

José Manuel Delgado Ocando       


               Magistrado




 

 

 

 

Pedro Rafael Rondón Haaz

             Magistrado

 

 

El Secretario,

 

José Leonardo Requena Cabello
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